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Bogotá, 13 de febrero de 2004

Señores

Comité Interinstitucional

proyectocontable@supervalores.gov.co
regulación@minhacienda.gov.co
Ciudad

Distinguidos Señores:

El Centro de Estudios en Derecho Contable de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Pontificia Universidad Javeriana, se reunió los días 20 y 27 de enero, 3 y 10 de febrero de 2004, con el objeto de intercambiar comentarios sobre el “Proyecto de ley de intervención económica por medio de la cual se señalan los mecanismos por los cuales se adoptan en Colombia los estándares internacionales de contabilidad, auditoría y contaduría, se modifican el Código de Comercio, la normatividad contable y se dictan otras disposiciones relacionadas con la materia”.

El presente documento resume los principales comentarios expresados por miembros del Centro entorno al mencionado proyecto.

El consenso de los miembros del Centro sobre la conveniencia de adoptar en Colombia normas internacionales, fue hecho manifiesto en el documento “Revisión académica sobre las normas de contabilidad generalmente aceptadas en Colombia”, trabajo que se realizó entre el 23 de enero de 2001 y el 21 de mayo de 2001.

Además de reiterar que en su opinión es necesario que el País adopte estándares internacionales, los miembros del Centro destacaron el punto en el cual se encuentra este proceso, ya que nunca antes había existido una propuesta del Gobierno, como la que ahora se encuentra expuesta para discusión pública. También los miembros del Centro resaltaron el hecho de que 8 entidades estatales, todas con roles significativos en el asunto en cuestión, hayan sido capaces de hacer una propuesta común.

Los miembros de Centro expresaron su satisfacción por el hecho de que el Gobierno hubiese expuesto su borrador a discusión pública, tal como lo corresponde a la diligencia del que quiere acertar y como lo impone la moderna concepción de la democracia.

Así las cosas, los miembros del Centro creen que el Gobierno Nacional debe perseverar en el propósito de adoptar estándares internacionales hasta que finalmente este proyecto se haga realidad.

Con el ánimo de contribuir al mejoramiento del proyecto gubernamental, los miembros del Centro estuvieron de acuerdo en que:

1.  TERMINOLOGÍA. Es necesario normalizar aún más el uso del lenguaje, con el objeto de utilizar los términos claves en un solo sentido (por ejemplo la expresión estándar), cuidando que se les asigne un sentido técnico (por ejemplo comprobable no necesariamente debería señalar lo que se basa en una plena prueba). 

–En algunos casos, debido a la falta de tradición jurídica sobre ciertos términos técnicos, se aconseja incluir definiciones (por ejemplo información financiera, normas básicas de contabilidad). 

–También se aconseja mantener una sola traducción de los términos (por ejemplo aseguramiento que en veces fue traducido como fiabilidad). 

–La expresión “interés público” es usada intensamente sin que se advierta patentemente cuál es su sentido y alcance. 

2. CONSISTENCIA. Debido al carácter general del proyecto, es necesario evitar expresiones que harían pensar que sólo se refiere a los comerciantes (por ejemplo cuando se alude a los libros de comercio) o que hay organizaciones que no son entes económicos (como por ejemplo los entes públicos a quienes el proyecto trata como si no fueren entes económicos) o referirse exclusivamente a las entidades ubicadas en cierto nivel de escalabilidad sin precisar qué pasaría con las otras. 

–También es necesario que en materia de auditoría interna se reconozcan las Guías y no solo las Normas emitidas por el IIA.

3. COHERENCIA. Al apoyar la propuesta de introducir la estrategia de la escalabilidad, los miembros del Centro consideraron que es inadecuado usar como criterio de clasificación quien sea el vigilante o supervisor estatal (lo que podría implicar someter a ciertas reglas a empresas que en realidad no tienen similitud con las otras de su nivel). 

–Simultáneamente los miembros opinaron que las entidades integrantes de un grupo deberían estar sometidas a las mismas reglas observables por su matriz.

4. PRECISIÓN. En todos los casos se debería señalar con precisión quién es la entidad competente. Hay funciones respecto de las cuales no se sabe a quién corresponderían.

5. TRANSICIÓN. El régimen de transición (en especial el artículo 14) no resulta suficientemente claro.

6. ADHERENCIA. La consagración en el proyecto del principio de declaración explícita, plasmado en el ordenamiento internacional, no pareció suficientemente clara a los miembros del Centro. Por ejemplo, ellos se preguntaron cómo se debería obrar cuando hubiere una desviación material en los estados financieros.

 –Pensaron que este principio no es procedente respecto de informes de propósito especial ni de informes financieros no procedentes de la contabilidad y se mostraron muy adversos a la consagración de una responsabilidad concurrente o conjunta entre los preparadores y los aseguradores de la información respecto de tal declaración, pues ello contribuiría a desdibujar la separación de conocimientos, técnicas y roles que existe y debe existir entre ellos.

7. TERCER NIVEL DE ESCALABILIDAD. Es necesario desarrollar de mejor manera las reglas aplicables al nivel 3, para evitar que en realidad sólo existan 2 niveles de escalabilidad. La referencia a los pronunciamientos de ISAR para el nivel II y el planteamiento según el cual el Gobierno podrá establecer “criterios especiales” para las microempresas resultan inadecuados e insuficientes. 

–Adicionalmente es necesario hacer mayor claridad sobre las normas de auditoría y de contaduría que serían aplicables tratándose de los niveles 2 y 3 de escalabilidad.

8. SECTOR PÚBLICO. Es necesario profundizar en el tratamiento del sector público y, entre otras cosas, definir las competencias y deberes del Auditor General de la Nación.

9. SEGURIDAD JURÍDICA Y TÉCNICA. Las normas proyectadas no garantizan que el Gobierno Nacional y las entidades estatales de supervisión se abstendrán de expedir normas que rompan la coherencia teórica y técnica de los estándares internacionales de contabilidad, auditoría o contaduría. En la actualidad existen normas que consagran deberes similares a los establecidos en el proyecto y simultáneamente existen normas que violentan los marcos conceptuales de los tres sistemas aludidos. Es necesario, entonces, ser mucho más preciso y exigente sobre el uso de las facultades reguladoras y establecer mecanismos competentes (sobre todo desde el punto de vista científico) para anular y reprimir las desviaciones que se presenten.

10. GENERALIZACIÓN. Los artículos 7, 12, 13, 15, 16, 20 y 21 del proyecto, deberían referirse a toda clase de estándares, no sólo a los internacionales. A lo largo del proyecto se otorgan competencias y funciones a varias autoridades, cuyo ejercicio dará lugar a la expedición de normas nacionales, que, como están redactadas las normas, no estarían sujetas a los principios, objetivos y requisitos contemplados en los artículos mencionados.

11. REVISORÍA FISCAL. Las modificaciones propuestas respecto de la actual revisoría fiscal requieren de mucho más detalle y precisión, pues de ser aprobadas como se han concebido producirán muchos inconvenientes y conflictos. 

–En el nivel 1 de escalabilidad, debería ser obligatorio, por ministerio de la Ley, la existencia de comités de auditoría y de auditores internos. El nombramiento del revisor fiscal por parte de un comité de auditoría sería coherente con nuestra tradición jurídica si tal comité fuese un delegado y reflejo de los accionistas. Al consagrar que el comité de auditoría se nombre por la junta directiva y que sea tal comité quien nombre el auditor se introduce una concepción societaria que aunque admisible es bien diferente a la que Colombia ha profesado. Por ello, si se insiste en esto sería necesario desarrollar el esquema con más precisión y extensión. 

–En los niveles 2 y 3 el revisor fiscal debería ser caracterizado como auditor interno. 

–De ninguna manera debería atribuirse capacidad para certificar o dictaminar a contadores no independientes. Las certificaciones y los dictámenes deben estar reservados a los contadores en práctica pública. 

–Resulta inadecuado pretender que en todas las actuales normas las expresión “revisoría fiscal” o “revisor fiscal” se entiendan sustituidas por “auditoría de estados financieros” o por “auditor de estados financieros”. 

–La exigencia de certificaciones o informes sobre información tributaria o financiera contenida en el sistema de información contable requiere mucho más detalle, sobre todo porque a través de estas exigencias se puede desvirtuar el esquema contenido en el proyecto, como ha sucedido con el desarrollo del actual deber de colaboración del revisor para con el Estado: la experiencia demuestra que ella ha sido la principal causa de desviación técnica de la revisoría fiscal. 

–La remuneración únicamente podría ser fija si las obligaciones no aumentaran durante el período. El pasado demuestra que no existe tal estabilidad en las tareas del revisor.

12. DIFERENTES PRÁCTICAS PROFESIONALES. Los miembros del Centro se mostraron a favor de distinguir la práctica pública de la práctica privada de la profesión contable. Sin embargo estimaron que es necesario dejar establecido que un contador podrá prestar servicios públicos a unos clientes y servicios privados a otros. En este orden de ideas no estuvieron de acuerdo con modificar el nombre o razón social de las organizaciones contables. Piensan que lo procedente es anunciar en cada caso la calidad en la cual se esté actuando.

13. RÉGIMEN CONTRACTUAL. El numeral 3 del artículo 19 del proyecto desmejora las protecciones con que hoy cuenta un profesional de la contaduría. Existen muchos otros eventos en los cuales el contador debería poder poner fin a sus servicios, con justa causa y no ser obligado a continuar en el desempeño del cargo.

14.  CONTABILIDAD TRIBUTARIA. Los miembros del Centro celebran el proyecto de separar la contabilidad tributaria de la financiera, como tajantemente ha ocurrido en el ámbito internacional. Por lo mismo, son adversos a las facultades que se plantean en el parágrafo 2 del artículo 10 (que además de inadecuadas podrían ser inconstitucionales) y consideran que es necesario precisar más el rol de los contadores en materia tributaria.

15. DEBIDO PROCESO. Si bien es de recibo que el Consejo Superior Contable sea un organismo gubernamental, es necesario que se le obligue a observar plenamente el debido proceso, en especial respecto de la publicidad de su agenda, de sus deliberaciones y de sus decisiones; también es indispensable que efectivamente practique el principio de participación, aspectos que la Ley debería asegurar. 

16. SUPERVISOR DE CALIDAD. Para asegurar el mejoramiento de las herramientas actuales, el proyecto debería establecer precisos requisitos de idoneidad, de independencia (especialmente en materia de conflictos de interés) y de conducta, que garanticen que los funcionarios de la Superintendencia de Sociedades o los de cualquier otro organismo o persona que haga sus veces o actúe por delegación de ella, tengan (tanto los funcionarios como las entidades) el nivel y la neutralidad que la función disciplinaria y la supervisión de la calidad demandan. Los planteamientos del proyecto no blindan el instrumento contra las intervenciones gremiales que hoy se observan, ni contra la inexperiencia que han ostentado muchos de los funcionarios que han estado encargados de esta tarea.

17. IGUALDAD. Las reglas sobre acceso y mantenimiento en la profesión han de ser equivalentes para todo tipo de actores, sean nacionales o extranjeros, personas físicas o morales. Al escoger la línea de separar el tratamiento de las personas naturales de las personas jurídicas, dejando de lado el concepto que de firma de auditoría se tiene a nivel internacional, se privilegia excesivamente el desempeño de la práctica mediante complejas organizaciones que operen bajo la personalidad de una sola persona física. Es que las personas naturales pueden organizar empresas y establecimientos de igual o mayor envergadura que los que se pueden organizar por las personas jurídicas.

18. PENAS. Los miembros del Centro son adversos al mantenimiento de la multiplicidad de autoridades, procedimientos y penas respecto de los contadores públicos, problemática sobre la cual el proyecto no avanza en lo más mínimo. 

–De otra parte, sería conveniente establecer diferencias en materia de infracciones entre los contadores en práctica pública y práctica privada. 

–Al omitirse el desarrollo de un régimen de gobierno corporativo, resultarán los contadores con mayores cargas, responsabilidades y penas que los administradores, profundizándose la falta de equidad que en la actualidad se observa. 

– Para que pueda operar, es necesario precisar la figura de la caducidad, pues como está concebida nunca empezaría a contarse el término respectivo.

19. DEROGATORIAS. Tal cual se espera que se haga en el futuro, esta ley debería señalar con precisión las normas que deroga.

Cordialmente,

Hernando Bermúdez Gómez

Coordinador
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Pontificia Universidad Javeriana
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